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PRESENTACIÓN 

 

a revista Perseo es uno de los instrumentos de difusión de los Derechos Humanos con los 

que cuenta el Programa Universitario de Derechos Humanos (PUDH). La Revista busca 

informar, visibilizar o vincular temas nacionales relacionados con los derechos civiles y políticos 

o con los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales.  

 

Además de las anteriores funciones de Perseo, tiene otra, íntimamente ligada con los 

fines del Programa, con su personal y con las jóvenes y los jóvenes que colaboran en el PUDH, 

a saber: la formación de personas especializadas en derechos humanos.  

 

Bajo la anterior tesitura, el lector tiene frente a sí un número integrado por colaboraciones 

de estudiantes de derecho de nuestra Facultad de Derecho y su división de estudios de 

Posgrado de la Universidad nacional Autónoma de México.  Se trata de ensayos realizados por 

estudiantes que participaron con su ensayo para ingresar, como uno de los requisitos a cumplir, 

a la Clínica Jurídica del PUDH, otros son de estudiantes de posgrado de la materia de Derecho 

Procesal Constitucional impartida por el Mtro. Rubén Francisco Pérez Sánchez.  

 

Los y las estudiantes de la Clínica Jurídica del PUDH reflexionaron sobre la 

responsabilidad del Estado y las fallas estructurales del sistema de justicia, derivada del caso 

Digna Ochoa y familiares vs. México; sobre las violaciones a los derechos humanos cometidas 

por integrantes del Ejercito Mexicano, que dieron lugar al caso Fernández Ortega y otros vs. 

México, ambos, ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH).  

 

De igual manera, en las colaboraciones que tiene el lector se reflexiona sobre los 

alcances del Ius puniendi en materia administrativa, sobre los derechos humanos desde el 

esencialismo y el nominalismo, sobre la desaparición de personas en nuestro país, sobre la 

impugnabilidad de las reformas a la constitución, así como sobre la reforma constitucionales 

que reduce la jornada de trabajo de 48 a 40 horas.  

 

L 
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Para el PUDH la participación de las alumnas y alumnos de nuestra Universidad es 

fundamental en la medida en que se convierten en conocedores de los derechos humanos, en 

difusores de éstos y en agentes de cambio desde una perspectiva de derechos humanos. 

 

 SÁNCHEZ-CASTAÑEDA ALFREDO 

COORDINADOR DEL PROGRAMA UNIVERSITARIO DE DERECHOS HUMANOS 
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Caso Digna Ochoa y familiares vs. México: 

responsabilidad de Estado y fallas estructurales del sistema de justicia 

 

GONZÁLEZ CHÁVEZ EZEQUIEL 

 

El caso Digna Ochoa y familiares 

vs. México es uno de los asuntos más 

representativos para comprender cómo las 

 
Alumno de la Facultad de Derecho y prestador de servicio social en la Clínica Jurídica del PUDH, ambas de la UNAM. Una 
versión previa de este ensayo fue presentada en el proceso de selección para ingresar a la Clínica Jurídica del Programa 
Universitario de Derechos Humanos (PUDH), estancia 2026-2. 

violaciones a derechos humanos no siempre 

se presentan únicamente por actos directos 

del Estado, sino también por fallas 

Digna Ochoa (ca.2008) Fotografía: Eddie Adams. Tomada de DFensor, Organo oficial de difusión de la Comisión de Derechos Humanos 
del Distrito Federal, núm. 12, año VI, diciembre de 2008. 
 https://piensadh.cdhcm.org.mx/images/2008_dfensor12_defensorasydefensores.pdf  

https://piensadh.cdhcm.org.mx/images/2008_dfensor12_defensorasydefensores.pdf
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estructurales en la investigación y en la 

protección institucional. Este caso permite 

reflexionar no solo sobre la responsabilidad 

internacional del Estado mexicano ante la 

Corte Interamericana de Derechos 

Humanos (Corte IDH), sino también sobre 

los problemas reales que enfrenta el sistema 

de justicia en México. 

 

El asunto resulta especialmente 

relevante, ya que pone en evidencia la 

importancia del control sobre la actuación de 

las autoridades, la obligación de investigar 

con debida diligencia y el papel que tiene el 

acceso efectivo a la justicia. 

 

El contexto: México a finales del 

siglo XX 

El caso de Digna Ochoa se sitúa en 

el contexto mexicano de finales de los años 

noventa. En ese periodo, el país atravesaba 

una etapa de transición política de un 

régimen autoritario hacia una democracia 

incipiente. La creación de la Comisión 

Nacional de Derechos Humanos en 1990 

contribuyó a visibilizar las constantes 

violaciones a derechos humanos que 

ocurrían en todo el territorio nacional. 

Diversas organizaciones civiles comenzaron 

a documentar abusos por parte de 

autoridades y a impulsar litigios 

estratégicos, lo que dio lugar a un aumento 

en la actividad de las personas defensoras. 

 

Dicho contexto generaba una 

situación particularmente delicada para 

quienes ejercían la defensa jurídica de 

víctimas de violaciones a sus derechos. Las 

personas defensoras de derechos 

humanos, como la abogada Digna Ochoa, 

asumían la representación de asuntos 

sensibles vinculados con fuerzas de 

seguridad, conflictos sociales o posibles 

abusos de autoridad. Esta labor, lejos de 

contar con mecanismos de protección 

sólidos, muchas veces implicaba su 

exposición a amenazas, hostigamiento o 

riesgos reales contra su integridad, lo que 

actualmente se sigue observando, pero ha 

sido menos visible. 

 

Culturalmente, el caso refleja un 

problema más profundo: la falta de 

reconocimiento pleno del papel que cumplen 

“La Corte IDH concluyó que no se 
garantizó una investigación seria, 

imparcial y efectiva, lo cual vulneró 
derechos relacionados con las 

garantías judiciales, la protección 
judicial y el deber general de 

garantizar los derechos humanos.” 
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las personas defensoras dentro del Estado 

de derecho. En una sociedad democrática o 

que transitaba a la democracia, como era el 

caso de México, la defensa de los derechos 

humanos debió entenderse como una 

función esencial; sin embargo, en el 

contexto del caso, dicha labor se 

desarrollaba en condiciones de absoluta 

vulnerabilidad estructural. 

 

Por ello, la muerte de Digna Ochoa no 

puede analizarse como un hecho aislado, 

sino como un evento ocurrido dentro de un 

contexto en el que la protección estatal 

hacia personas defensoras resultaba 

insuficiente y donde las instituciones de 

investigación presentaban debilidades 

estructurales. 

 

También resulta importante 

considerar que, en ese periodo, el sistema 

de procuración de justicia mexicano 

enfrentaba serios problemas de confianza 

social. Diversos informes nacionales e 

internacionales señalan deficiencias en la 

capacitación pericial, falta de coordinación 

institucional y prácticas investigativas poco 

consistentes. Este contexto institucional 

influye directamente en la forma en que 

deben analizarse los hechos del caso, pues 

permite comprender que la investigación no 

sólo dependía de decisiones individuales, 

sino también de debilidades estructurales 

dentro del aparato estatal. 

 

La sentencia de la Corte: 

violaciones cometidas por el Estado 

Mexicano 

Al analizar la sentencia, se observa 

que la Corte IDH no centró su determinación 

únicamente en la muerte de la víctima, sino 

en la forma en la que el Estado Mexicano 

condujo la investigación posterior. La Corte 

IDH concluyó que no se garantizó una 

investigación seria, imparcial y efectiva, lo 

cual vulneró derechos relacionados con las 

garantías judiciales, la protección judicial y 

el deber general de garantizar los derechos 

humanos. 

 

Se identificaron inconsistencias 

periciales, ausencia de análisis integral del 

contexto de amenazas previas, deficiencias 

en la preservación de evidencia y una 

conducción investigativa que no agotó todas 

las hipótesis razonables. 

 

La Corte IDH reiteró que la obligación 

estatal no se satisface con la mera apertura 

de una carpeta de investigación, sino que 

exige actuaciones reales orientadas a la 

verdad material. Asimismo, subrayó que el 
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derecho de los familiares a conocer la 

verdad constituye una dimensión autónoma 

del acceso a la justicia. 

 

Desde un punto de vista personal, los 

derechos más claramente afectados fueron 

el derecho a las garantías judiciales, ya 

que la investigación no se condujo con la 

seriedad, independencia y exhaustividad 

necesarias, lo que se demuestra con la ya 

mencionada existencia de inconsistencias 

periciales, la falta de un análisis integral de 

las amenazas previas y la omisión de 

indagar el fondo del asunto. 

 

De manera indirecta, el caso toca el 

derecho a la vida en su dimensión de 

obligación estatal de prevención, 

especialmente cuando se trata de personas 

defensoras de derechos humanos que 

enfrenta riesgos conocidos. El Estado no 

sólo tiene la obligación de investigar 

después de los hechos, sino de adoptar 

medidas razonables para prevenir 

situaciones de riesgo cuando éstas son 

previsibles. 

 

Asimismo, también se vio 

comprometido el derecho de acceso a la 

justicia en su dimensión material, ya que 

la falta de una investigación efectiva impidió 

que los familiares contaran con una 

Parespuesta clara sobre lo ocurrido. En 

estos casos, el sistema interamericano ha 

señalado que el acceso a la justicia no 

implica únicamente la posibilidad formal de 

acudir a una autoridad, sino el derecho a que 

las instituciones realicen todas las 

actuaciones necesarias para esclarecer los 

hechos. Cuando la investigación se 

desarrolla con deficiencias técnicas, 

retrasos o inconsistencias, se genera una 

afectación directa a este derecho, así como 

al derecho de los familiares a conocer la 

verdad. 

 

Elementos adicionales: 

responsabilidad, control y estándares 

El caso también permite identificar 

elementos adicionales que debieron 

analizarse con mayor profundidad. En 

primer lugar, las autoridades investigadoras, 

que actúan como órganos administrativos 

del Estado, están sujetos al principio de 

legalidad y al control constitucional. Por lo 

tanto, una investigación deficiente no sólo 

constituye un problema penal, sino también 

una irregularidad administrativa que puede 

traducirse en responsabilidad estatal por 

omisión. 
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Desde la lógica del juicio de amparo, 

una investigación incompleta, la pérdida de 

evidencia, la falta de análisis pericial 

adecuado o la omisión de considerar el 

contexto de amenazas pueden configurarse 

como actos de autoridad que vulneran el 

derecho de acceso a la justicia. En estos 

casos, el control judicial resulta fundamental 

para garantizar la protección efectiva de los 

derechos. 

 

Asimismo, debió aplicarse un análisis 

contextual reforzado debido a la calidad de 

la víctima como defensora de derechos 

humanos. Los estándares interamericanos 

establecen que cuando una persona 

pertenece a un grupo en situación de riesgo, 

el Estado tiene obligaciones agravadas de 

prevención, protección e investigación. Este 

criterio se vincula directamente con el 

principio pro persona y con el mandato 

constitucional de promover, respetar, 

proteger y garantizar los derechos 

humanos. 

 

Desde un enfoque técnico, también 

resulta evidente la importancia de asegurar 

una adecuada cadena de custodia, 

preservar correctamente la escena del 

crimen e integrar dictámenes periciales 

confiables. La ausencia de estos elementos 

no sólo afecta la eficacia procesal, sino que 

puede generar responsabilidad internacional 

del Estado. 

 

Además, habría sido pertinente 

analizar con mayor profundidad las medidas 

institucionales de prevención y protección 

dirigidas específicamente a personas 

defensoras de derechos humanos. Más allá 

de la investigación posterior a los hechos, el 

Estado tiene la obligación de generar 

mecanismos administrativos eficaces que 

permitan identificar situaciones de riesgo, 

implementar medidas de seguridad 

oportunas y dar seguimiento a amenazas 

previas. La ausencia de esquemas 

preventivos adecuados no sólo influye en la 

posibilidad de que ocurran violaciones, sino 

que evidencia deficiencias estructurales en 

la política pública de protección, lo cual 

“…este caso muestra que la protección de los derechos humanos no 
depende únicamente de la actuación posterior a los hechos, sino de la 

capacidad del Estado para construir instituciones preventivas y sistemas 
de supervisión efectivos.” 
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constituye un elemento relevante para 

comprender integralmente la 

responsabilidad estatal. 

 

Finalmente, este caso muestra que la 

protección de los derechos humanos no 

depende únicamente de la actuación 

posterior a los hechos, sino de la capacidad 

del Estado para construir instituciones 

preventivas y sistemas de supervisión 

efectivos. El control administrativo, el control 

constitucional mediante el amparo y la 

aplicación de estándares internacionales 

deben entenderse como mecanismos 

complementarios que, cuando funcionan 

adecuadamente, pueden evitar que las 

violaciones escalen hasta generar 

responsabilidad internacional. 

 

 

 

 

 

 

 

 

Conclusión: la obligación de 

proteger a las personas defensoras 

El caso Digna Ochoa y familiares vs 

México representa un ejemplo claro de 

cómo las violaciones a derechos humanos 

pueden derivar tanto de actos directos como 

de omisiones institucionales graves. El caso 

demuestra que el acceso a la justicia no se 

cumple únicamente con procedimientos 

formales, sino con investigaciones reales, 

diligentes y orientadas al esclarecimiento de 

los hechos. 

 

Desde la perspectiva del derecho 

administrativo, el juicio de amparo y el 

derecho internacional de los derechos 

humanos, este asunto reafirma la 

importancia del control sobre la actuación de 

las autoridades y la necesidad de fortalecer 

los mecanismos institucionales de 

investigación. La protección de las personas 

defensoras no sólo constituye una 

obligación internacional, sino una condición 

indispensable para el funcionamiento de un 

Estado democrático y para la confianza 

social en el sistema de justicia.
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El caso Fernández Ortega y otros vs. México: contexto de las violaciones 

a derechos humanos y análisis crítico desde el derecho 

 

PALOMARES MACEDO ISHKRA MALINALLI  

 

Introducción 

El caso Fernández Ortega y otros 

vs. México representa un precedente 

fundamental en la protección de los 

derechos humanos en América Latina y en la 

articulación del derecho internacional de los 

derechos humanos con el derecho interno 

mexicano, así como en materia 

jurisprudencial. La sentencia emitida por la 

Corte Interamericana de Derechos 

Humanos (Corte IDH) el 30 de agosto de 

2010 declaró al Estado mexicano 

internacionalmente responsable por 

múltiples violaciones de derechos humanos 

en perjuicio de Inés Fernández Ortega y su 

familia, cometidas por agentes del Ejército 

Mexicano. Este caso no solo aborda la 

violencia sexual perpetrada por autoridades, 

sino también las deficiencias estructurales 

del sistema de justicia mexicano, la 

discriminación por género y etnicidad, y la 

 
 Alumna de la Facultad de Derecho y voluntaria en la Clínica Jurídica del PUDH de la UNAM. Una versión previa de este 
ensayo fue presentada en el proceso de selección para ingresar a la Clínica Jurídica del Programa Universitario de Derechos 
Humanos (PUDH), estancia 2026-2. 

falta de acceso a una investigación eficaz e 

imparcial. 

 

Contexto de las violaciones a 

derechos humanos 

Militarización y violencia estatal en 

Guerrero: la sentencia se enmarca en un 

contexto de presencia militar significativa en 

regiones rurales del sur de México, 

específicamente en el estado de Guerrero, 

caracterizado por altos niveles de pobreza, 

marginación y vulnerabilidad social. 

 

Durante las décadas de 1990 y 2000, 

el Estado mexicano implementó políticas de 

combate a la delincuencia organizada y 

movimientos armados con efectivos 

militares, lo que intensificó las operaciones 

del Ejército en comunidades rurales. La 

militarización implicó que los efectivos 

desplegados en zonas indígenas ejercieran 
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funciones de seguridad interior, lo cual no 

solo generó violaciones de derechos 

humanos, sino también un clima de 

impunidad institucional. Ya para 2002, la 

política de seguridad de México 

se enmarcaba en la 

llamada “guerra contra 

el narcotráfico” que 

empezaba a 

escalar durante las 

presidencias de 

Vicente Fox (2000-

2006) y Felipe Calderón 

(2006-2012). 

 

Este contexto político de 

reforzamiento del papel de las fuerzas 

armadas en seguridad pública, sin 

mecanismos efectivos de control civil, facilitó 

la comisión de abusos como la agresión 

sexual sufrida por Inés Fernández Ortega el 

22 de marzo de 2002, cuando efectivos 

militares entraron a su domicilio en Barranca 

Tecoani, Estado de Guerrero, y uno de ellos 

la violó “ante la presencia de otros dos 

militares que observaban”. 

 

Dimensiones culturales y 

discriminación estructural: culturalmente, 

el caso refleja las profundas desigualdades 

que enfrentan las mujeres indígenas en 

México. Inés Fernández 

Ortega es una mujer 

perteneciente a la 

comunidad me´phaa 

del municipio de 

Ayutla de los Libres. 

Las comunidades 

indígenas en México, 

además de situarse en 

condiciones de marginación 

extrema, enfrentan exclusión lingüística, 

discriminación estructural y barreras para 

acceder a la justicia y servicios públicos 

básicos. 

La Corte IDH reconoció que la falta de 

provisión de un intérprete para Fernández 

Ortega, quien no hablaba español en el 

momento de los hechos, constituyó una 

omisión importante que agravó su 

vulnerabilidad y obstaculizó su acceso a la 

justicia durante todo el proceso, reflejando 

desatención cultural e institucional a los 

derechos lingüísticos y culturales de pueblos 

indígenas. 

 

“…la Corte IDH abordó el caso 
desde una perspectiva de 
género, considerando la 

violación sexual como una forma 
extrema de violencia contra las 

mujeres y una violación a la 
integridad personal, la dignidad 
y la vida privada de la víctima…” 
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Análisis crítico desde el derecho 

Es fundamental analizar la sentencia desde varios 

ángulos que trascienden la decisión de fondo, para 

identificar posibles vacíos o aspectos jurídicos relevantes 

que debieron tenerse en cuenta. 

 

La interseccionalidad de género, etnicidad y 

clase: la Corte IDH abordó el caso desde una perspectiva 

de género, considerando la violación sexual como una 

forma extrema de violencia contra las mujeres y una 

violación a la integridad personal, la dignidad y la vida 

privada de la víctima. Esto fue un avance, pues permitió 

calificar el acto como una ofensa al derecho de las 

mujeres a vivir libres de violencia y reconocer que hay 

acciones de agentes estatales que vulneran derechos 

humanos fundamentales. 

 

Sin embargo, aunque la Corte IDH consideró el 

factor de género y mencionó la condición indígena, no 

desarrolló un análisis interseccional explícito que 

articulara simultáneamente género, etnicidad y clase 

social como factores agravantes de vulnerabilidad. Es 

decir, si bien se consideró el género como factor 

relevante, no se profundizó en cómo la identidad indígena 

de Fernández Ortega y su contexto socioeconómico 

contribuyeron como factores de vulnerabilidad y 

obstaculizaron su acceso a la justicia. Un enfoque 

interseccional más robusto podría haber fortalecido el 

análisis jurídico y las obligaciones de reparación del 

Estado. 

 

Pueblo Me’phaa 

(Tlapaneco) 

El Pueblo Tlapaneco se autodenomina 
como me’phaa que deriva de la lengua 
tlapaneca “Mbo A phaa”, (el que es 
habitante de Tlapa). El núcleo de la 
región me’phaa se localiza entre la 
vertiente de la Sierra Madre del Sur y la 
costa del estado de Guerrero en los 
municipios de Acatepec, Atlixtac, 
Malinaltepec, Tlacoapa, San Luis 
Acatlán y Zapotitlán Tablas. 

Los me’phaa habitaron en el actual 
estado de Guerrero desde antes de la 
época teotihuacana en la Costa Chica y 
La Montaña. A lo largo de su historia, el 
Pueblo Tlapaneco ha vivido una serie 
de problemas relacionados con la 
tenencia de la tierra, que los llevó a 
participar activamente durante la 
Revolución de 1910 con la finalidad de 
recuperar sus tierras, aunque al 
término de ésta, los problemas agrarios 
continuaron hasta nuestros días. 

En su cosmovisión los me’phaa explican 
los fenómenos naturales mediante 
mitos como el de la creación del sol 
(Akha’), la luna (Gon’) y el dios del 
fuego (Akuun mbatsuun’); otro 
elemento importante de su cultura es 
el nahualismo. Actualmente cobran 
importancia tres elementos ligados a la 
religión: las prácticas asociadas a los 
ciclos agrícolas, la combinación de las 
creencias católicas con los valores 
originales y la influencia de religiones 
evangélicas o protestantes sobre 
algunos grupos en las comunidades. 
 
Referencia 
Catálogo nacional de pueblos y 
comunidades indígenas y 
afromexicanas. 
https://catalogo.inpi.gob.mx/mephaa-
tlapaneco/  

 

https://catalogo.inpi.gob.mx/mephaa-tlapaneco/
https://catalogo.inpi.gob.mx/mephaa-tlapaneco/
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Jurisdicción militar contra 

jurisdicción civil: la Corte IDH reafirmó la 

posición jurisprudencial de que delitos 

graves que violan derechos humanos no 

deben ser juzgados por la justicia militar, ya 

que la jurisdicción militar es competente 

únicamente para delitos relacionados con la 

disciplina castrense. El Tribunal estableció 

que una violación sexual no guarda relación 

con fines de seguridad militar, por lo que la 

investigación debía permanecer en la 

jurisdicción civil. 

 

Desde una perspectiva jurídica más amplia, 

habría sido deseable que se destacara con 

mayor contundencia la obligación del Estado 

de revisar no solo el caso concreto, sino la 

legislación y práctica institucional que 

permitieron que la justicia militar absorbiera 

un delito de esta naturaleza. Esto implicaría 

una reforma estructural al sistema de justicia 

para garantizar competencia exclusiva de 

autoridades civiles en casos de violaciones 

graves de derechos humanos. 

 

Debilidad institucional y acceso a 

la justicia: conforme a los hechos probados 

por la Corte, se identificaron múltiples 

omisiones en la investigación realizada por 

autoridades mexicanas, como la falta de 

diligencias inmediatas, la destrucción de 

pruebas periciales y la obstrucción de 

la denuncia, todo lo cual implicó violaciones 

al derecho de acceso a la justicia y a 

garantías judiciales. 

 

Aquí podría haberse profundizado 

más en la responsabilidad del Estado no solo 

por los hechos en sí, sino por la falta de 

protocolos de investigación con perspectiva 

de género y culturalmente adecuados, así 

como la obligación de crear mecanismos 

institucionales eficaces para proteger a 

víctimas de violencia sexual en 

comunidades indígenas. 

Mujer tlapaneca con rebozo, 3869. Fotografía: Estrada Discua, 
R. (1939-1946), Repositorio Universitario Digital IIS-UNAM. 
https://ru.iis.sociales.unam.mx/handle/IIS/4316  

https://ru.iis.sociales.unam.mx/handle/IIS/4316


 
 

 
REVISTA ELECTRÓNICA PERSEO 

 
NÚMERO 147, MARZO-ABRIL 2026 12 

Impacto y obligaciones del Estado 

La sentencia no solo estableció la 

responsabilidad del Estado mexicano por 

violaciones concretas a derechos humanos 

como la integridad personal, la dignidad, la 

vida privada, las garantías judiciales y el 

derecho de acceso a la justicia, sino que 

también ordenó medidas de reparación 

integral, incluyendo la investigación eficaz 

de los hechos, la capacitación en derechos 

humanos, protocolos de atención y la 

creación de espacios de apoyo comunitario. 

Aunque en lo que respecta a la supervisión 

del cumplimiento de la sentencia, muchas 

de estas medidas siguen pendientes o con 

avances limitados, lo que refleja la dificultad 

del Estado mexicano para implementar 

reformas estructurales profundas en los 

ámbitos judicial y de seguridad y la increíble 

impunidad que se vive en todo el país. 

 

Conclusiones 

El caso Fernández Ortega y otros 

vs. México constituye un hito en la 

jurisprudencia internacional de derechos 

humanos, pues obliga a los Estados a 

asumir la responsabilidad por violaciones 

graves cometidas por sus agentes y a 

garantizar mecanismos eficaces de acceso 

a la justicia, especialmente cuando las 

víctimas pertenecen a grupos vulnerables 

como mujeres indígenas. 

 

Si bien la Corte IDH abordó 

adecuadamente aspectos centrales como la 

violencia sexual, el enfoque de género y la 

improcedencia de la jurisdicción militar, la 

sentencia podría haber sido más 

contundente al incorporar un análisis 

interseccional explícito y al demandar 

reformas estructurales e institucionales más 

amplias para prevenir y sancionar 

violaciones de derechos humanos en 

contextos de discriminación. En definitiva, 

más allá de la sentencia misma, el caso 

revela la necesidad de consolidar una 

justicia con perspectiva de género, cultural e 

interseccional que no solo sancione a los 

responsables, sino que transforme las 

estructuras que perpetúan injusticias. 
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Caso Rosendo Cantú y otra vs. México 

 

RAMÍREZ RAMÍREZ RODOLFO RAFAEL 

 

Introducción 

Las sentencias internacionales no 

pueden entenderse únicamente como 

resoluciones judiciales, sino como un reflejo 

de los sistemas de justicia de la región. 

Debido a que refleja justicia negada o 

invisibilizada previamente, así como la falta 

 
Alumno de la Facultad de Estudios Superiores Acatlán, licenciatura en Derecho y voluntario en la Clínica Jurídica del PUDH 
de la UNAM. Una versión previa de este ensayo fue presentada en el proceso de selección para ingresar a la Clínica Jurídica 
del Programa Universitario de Derechos Humanos (PUDH), estancia 2026-2. 

de voluntad y capacidad de los Estados 

para resolver las violaciones internas, he ahí 

otra parte relevante. Pues estos 

mecanismos se activan cuando los sistemas 

nacionales parecen haber fallado; por ello 

constituye un diagnóstico institucional. 

 

Pueblo Indígena tlapaneco El Capulín, Acatepec, Guerrero TeúlMoyrón, 2005 Fototeca Nacho López, CDI-INPI. 
https://atlas.inpi.gob.mx/tlapanecos-fotografia/  

https://atlas.inpi.gob.mx/tlapanecos-fotografia/
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Por lo cual el análisis de una 

sentencia requiere conocer las condiciones 

políticas, sociales, jurídicas y económicas. 

El Derecho no puede operar como un 

sistema hermético, aislado de las 

condiciones materiales en las que opera; 

hacerlo sería reducir los casos a la 

formalidad y los casos pasarían a ser 

individuales y no como parte de una 

estructura más amplia. Sólo a través de un 

análisis contextual se pueden hallar 

limitaciones en la justicia que se intenta 

reparar. Entonces la sentencia, más que un 

cierre, es un punto de partida. 

 

Contexto en el que se presentaron 

las violaciones a derechos humanos  

El caso Rosendo Cantú y otra vs 

México no es un caso aislado, no debe ser 

entendido como un hecho esporádico o 

como una violación individual circunscrita en 

un tiempo y espacio determinado. Al 

contrario, evidencia un sistema 

discriminatorio, militarizado y con 

obstáculos institucionales para obtener 

acceso a la justicia, sobre todo para 

personas indígenas1. Al igual que Rosendo 

Cantú, hay cientos de casos en los que se 

 
1 Corte Interamericana de Derechos Humanos (2010). 
Caso “Rosendo Cantú y otra vs. México”, Sentencia de 31 

cometen violaciones a derechos humanos y 

que no se pueden pasar por alto. Pues es 

una rama más amplia de vulnerabilidad 

jurídica, política y cultural que presentan las 

personas del sur del país. 

 

La Corte IDH situó los actos 

cometidos dentro de un “contexto de 

importante presencia militar”. A ello se suma 

la marginación y pobreza de los municipios 

indígenas, donde la población tiene la 

barrera del idioma porque no habla español 

y tampoco hay intérpretes. Además, existen 

carencias económicas para hacer 

actividades como el traslado o para pedir 

ayuda a las autoridades. A esta situación de 

múltiples vulnerabilidades, se suma la 

violencia física y sexual hacia la mujer. 

 

La violencia de género hacia la 

mujer es un mecanismo de dominación 

que tiene como consecuencia el daño físico 

y psicológico en mujeres. La Corte IDH 

señaló que entre 1997 y 2004 hubo otras 

denuncias de violencia sexual atribuidas a 

militares. Es decir, en el entorno prevalecía 

impunidad al respecto, lo que hizo mella en 

la función preventiva del Derecho frente a 

este tipo de delitos. De ello se deduce que 

agosto 2010 (Serie C No. 216). 
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no basta una norma positivizada, sino que 

debe haber eficacia en su aplicación, 

eliminando los obstáculos de acceso a la 

justicia. 

 

También el expediente reveló fallas 

sistémicas en el acceso a la salud, pues, 

como se relata en el caso, los pocos 

médicos que hay en la zona no están 

especializados para condiciones de 

violencia sexual, sumado al miedo de los 

militares que impide al personal de salud 

intervenir. En este tipo de pruebas se debe 

tomar en cuenta la perspectiva de género, 

así que es importante que haya médicos 

que, además de estar especializados en 

materia de salud, lo deben estar en materia 

de género e identidad. Por lo cual no solo 

basta una sanción individual, sino que, como 

se hizo en la sentencia, se debe buscar 

mejorar los incentivos y capacidades del 

Estado para atender este tipo de 

situaciones. 

 

La Corte IDH actuó correctamente al 

contextualizar el delito como un problema de 

gobernanza y derechos. El contexto no es 

únicamente decorativo, sino que es 

explicativo; no es únicamente que el Estado 

haya incumplido tareas de prevención, 

 
2 INEGI, La población hablante de lengua indígena de 

diligencia y acceso a la justicia. Además de 

dichas omisiones, el Estado realizó una 

conducta lesiva frente a población indígena. 

Se usó una lógica de seguridad para violar 

ese derecho. 

 

Un estudio académico del Consejo 

Nacional de Población (CONAPO) hecho en 

el tiempo que ocurrieron los hechos del 

caso, señala a la montaña de Guerrero 

como la zona más marginada del estado; la 

mayoría de sus municipios tenían (y tienen) 

niveles altos de marginación, sumado a que 

el Estado de Guerrero, en términos 

generales, poseía (y posee) porcentajes de 

pobreza y pobreza extrema muy altos, 

además de un volumen alto de población 

con carencias sociales, lo que ha 

ocasionado que los pocos servicios que hay 

estén concentrados en una parte de la 

entidad federativa y que las comunidades 

periféricas tengan que realizar grandes 

traslados para tener acceso a los mismos. 

 

Además, se registra una población 

monolingüe considerable en Guerrero, que 

también es uno de los estados con más 

analfabetismo, sobre todo en mujeres.2 Los 

intérpretes que hay tienen que estar 

capacitados para interpretar las variantes de 

Guerrero, México, INEGI, 2004. 
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un mismo dialecto; la Corte lo notó de forma 

correcta, sobre todo tomando en cuenta que 

la Constitución mexicana tiene una 

perspectiva multicultural. 

 

Finalmente, el INEGI realizó en 2021 

la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de 

las Relaciones en los Hogares 

(ENDIREH), donde se muestra la alta 

incidencia que hay en la violencia contra las 

mujeres en sus relaciones de pareja. En 

2021, la misma institución 

volvió a hacer un estudio 

donde varias mujeres 

dieron testimonio de 

haber sufrido 

violencia a lo largo de 

su vida.3 No es común 

que se reporten las injurias 

sufridas, 

por lo que se requiere 

mejorar los canales 

de comunicación. 

Sumado al hecho de 

que el ejército debe 

inmiscuirse menos en 

materia civil para no generar 

 
3 INEGI, Resultados ENDIREH 2021: Violencia contra las 

dinámicas de desconfianza social y de 

infiltración y fractura comunitaria. 

 

Fuero militar y 

militarización en Guerrero 

El fuero militar ya operaba 

desde 2014 como regla; el artículo 

57.II.a del Código de Justicia 

Militar (CJM) se interpretaba 

de forma extensiva hasta 

antes de su restricción 

jurisdiccional e internacional, y 

delitos del orden común relacionados 

con militares eran juzgados por 

autoridades castrenses aun cuando el bien 

jurídico tutelado dañado fuese del fuero 

común. No se puede descartar que las otras 

seis violaciones reportadas contra militares 

en el mismo período tengan los mismos 

problemas de fondo, pues tampoco hay 

sanción a los responsables. Aunque no se 

tenga plena constancia de la comisión de 

delitos, se infiere una problemática 

estructural en la que se ponen obstáculos 

ante la justicia. Esto impide la realización de 

investigaciones imparciales y, por tanto, 

favorece la impunidad, particularmente en 

estos casos y en este estado, pues incluso 

si no fueron los integrantes de las fuerzas 

mujeres en México, INEGI, México, 2022. 
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armadas, el Estado mantiene la obligación 

de investigar con diligencia, esclareciendo 

los hechos y encontrando a los culpables. 

 

En la década del 2000 se intensificó 

el despliegue militar en el estado en 

cuestión con retenes y acciones 

antinarcóticos. Destaca el Operativo 

Conjunto Guerrero, donde se desplegaron 

miles de efectivos. Algunos reportan 

únicamente miembros del Ejército; otros 

agregan corporaciones federales. No fue 

hasta 2014 que el CJM restringió la 

jurisdicción militar, por lo que la víctima ya 

no podía ser civil. Además, la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación asumió los 

compromisos internacionales de 

convencionalidad. 

 

El artículo 13 de la Constitución 

mexicana es claro: “Subsiste el fuero de 

guerra para los delitos y faltas contra la 

disciplina militar; pero los tribunales militares 

en ningún caso y por ningún motivo podrán 

extender su jurisdicción sobre personas que 

no pertenezcan al Ejército, Fuerza Aérea, 

Armada y Guardia Nacional.” Por tanto, la 

Constitución indica que los civiles deben de 

ser juzgados en el orden común o federal, 

pero siendo la víctima un civil, no pueden 

involucrarse juzgados militares. 

 

 

 

El error radicaba en el artículo 57 del CJM, 

pues incluía delitos de orden común y 

federal cometidos por militares en los 

momentos en que se encontraban en 

servicio, cuando se hicieran embarcaciones 

militares, delitos cometidos frente a tropa 

armada o símbolos patrios. Incluso se decía 

que, si civiles y militares participaban en un 

delito, los segundos serían juzgados por el 

fuero militar. Lo anterior era contradictorio 

con el artículo 13 de la Carta Magna, es 

¿QUÉ ES LA  
MILITARIZACIÓN? 

Se le puede definir como “la tendencia  
a la creciente participación de las  

Fuerzas Armadas en tareas como la 
        seguridad pública, los procesos de 
     investigación de delitos, la generación de  

 inteligencia e incluso la construcción de  
 infraestructura…” en países como México  

y otros de América Latina. 
  
     Referencia 

Gibran Sánchez, “ABC de la  
militarización”, Brújula Jurídica  

(episodio 7). Versión estenográfica: 
www.scjn.gob.mx/asabe
r/transcripcion/brujula-
juridica/episodio-7.pdf 

http://www.scjn.gob.mx/asaber/transcripcion/brujula-juridica/episodio-7.pdf
http://www.scjn.gob.mx/asaber/transcripcion/brujula-juridica/episodio-7.pdf
http://www.scjn.gob.mx/asaber/transcripcion/brujula-juridica/episodio-7.pdf


 
 

 
REVISTA ELECTRÓNICA PERSEO 

 
NÚMERO 147, MARZO-ABRIL 2026 19 

decir, era inconstitucional, por lo cual se 

erosionaba al juez debido y se ponía a otro 

no correspondiente. Esta ley justificaba la 

investigación militar en violaciones, 

torturas, desapariciones, entre otras 

conductas ilícitas; el resultado evidente fue 

la impunidad y el cohecho en el 

enjuiciamiento de estos abusos. 

 

Elementos adicionales que 

debieron considerarse 

En el caso Rosendo Cantú vs 

México se encontró que Valentina Rosendo 

Cantú, de la comunidad me’phaa, era mujer 

menor de edad. Fue víctima de un concurso 

de delitos, entre los que se encontraban 

violación y tortura, sumado a la omisión del 

Estado mexicano de proteger sus derechos 

fundamentales. Por lo tanto, se le concedió 

una reparación simbólica y una 

indemnización económica; sin embargo, hay 

margen de profundización en elementos 

estructurales en temas probatorios. 

 

Si bien la Corte IDH señala que, 

dadas las circunstancias, el testimonio de la 

víctima constituye una prueba fundamental 

(Corte IDH, 2010), se tienen que reforzar los 

peritajes médicos para documentar de forma 

correcta las lesiones físicas y psicológicas; 

en el momento resultaba materialmente 

imposible efectuar análisis de ADN, pero sí 

se podían hacer pruebas ginecológicas y un 

análisis forense con el fin de brindar un 

mejor acceso a la justicia. Sumado a que 

quien lleva a cabo el análisis psicológico 

debe estar capacitado en materia de género 

y en atención postdelito, pues, como se 

señala, la víctima puede tener algunas 

imprecisiones debido a que el evento fue 

traumático, y es importante tener en cuenta 

este hecho, para garantizar justicia a la 

víctima y una determinación de 

responsabilidades conforme a derecho. 

 

Es considerable resaltar la obligación 

del Estado para eliminar estereotipos de 

género y étnicos para garantizar igualdad 

real, pues también se pueden apelar leyes 

“…la violación de Valentina Rosendo Cantú fue posible debido a la 
convergencia de múltiples factores presentes en Guerrero… como la 

discriminación étnica, de género, marginación en la zona, presencia de 
militares, abuso de la ley marcial. Por tanto, el sistema de reparaciones debe 

responder a esa complejidad…” 
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internacionales en materia de derechos 

indígenas y de las mujeres (Corte IDH, 

2010). Esto no solo debe repararse en el 

Estado de Guerrero, sino en todas aquellas 

comunidades que tienen problemas de esta 

índole. La corte debe recomendar medidas 

adicionales como la creación de centros 

indígenas y campañas educativas más allá 

de las ordenadas para militares. 

 

Pues si bien la corte sí consideró sus 

condiciones de vulnerabilidad para resolver, 

se pudo haber profundizado más, 

especialmente en el esclarecimiento de los 

hechos. Ya que estos elementos se usaron 

más para contextualizar el delito, pero no 

como valoración de obstáculos probatorios. 

Pues el problema no solo está en el hecho, 

sino que las condiciones también se reflejan 

en la denuncia, investigación y obtención de 

pruebas. Es cierto que las sentencias no 

tienen el carácter de política pública y no se 

pueden cambiar las fallas estructurales de 

las instituciones por medio de resoluciones, 

pero al menos se deben considerar estos 

elementos, para el caso, pero también para 

que más personas vean que es posible 

denunciar sin temor a represalias militares, 

sin encubrimiento institucional y con 

imparcialidad. 

 

Cuando la violencia es estructural, la 

reparación no puede ser únicamente 

individual. Ya que la violación de Valentina 

Rosendo Cantú fue posible debido a la 

convergencia de múltiples factores 

presentes en Guerrero y en varias partes del 

país, como la discriminación étnica, de 

género, marginación en la zona, presencia 

de militares, abuso de la ley marcial. Por 

tanto, el sistema de reparaciones debe 

responder a esa complejidad. Pues ninguna 

indemnización puede restituir el trauma 

sufrido, mucho menos transformar el 

entorno donde se sufre la violación. La 

recomendación de la Comisión 

Interamericana no es vinculante, pues 

depende del Estado cumplirla. 

 

Conclusión 

Más que un problema de tipificación 

penal y sanción individual es un problema 

que obliga a plantear la relación entre el 

Estado y las comunidades indígenas. El 

gobierno debe ser un garante universal de la 

comunidad y no operar de forma selecta. La 

Corte Interamericana amplió el debate y 

entendió que, sin cuestionar la estructura 

mexicana, no hay explicación y, por ende, 

tampoco transformación. En ese sentido, la 

justicia militar no puede volverse impune; la 

pobreza no debe ser obstáculo para el 
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acceso a la justicia, y la violencia de género 

no puede ser tratada como normal. 

 

El Estado debe plantearse si la 

reparación es justa con la víctima o requiere 

modificar las instituciones y las malas 

prácticas que las rodean. Y si se está 

dispuesto a transformarlas, porque mientras 

esas condiciones persistan, seguirá 

habiendo injusticia. 
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Derechos de las víctimas en el constitucionalismo mexicano y el amparo 

como mecanismo para reconocer sus derechos en los delitos en contra 

de la propiedad industrial 

 

LIMA CONTRERAS FRANCISCO ABEL 

 

Introducción 

El reconocimiento de la víctima como 

sujeto de derechos dentro del proceso penal 

constituye uno de los avances más 

relevantes del constitucionalismo mexicano 

contemporáneo; sin embargo, su 

materialización práctica aún enfrenta 

importantes desafíos, particularmente en 

ámbitos especializados como los delitos en 

materia de propiedad industrial. En estos 

casos, la complejidad técnica de los bienes 

jurídicos protegidos y la naturaleza 

intangible de las afectaciones dificultan la 

 
 Gerente de Litigio Civil, Mercantil y Penal de la firma Dumont. Licenciado y maestro en Derecho por la UNAM. Correos 
electrónicos: flima@dumont.com.mx y f.lima.c@hotmail.com 

identificación inmediata de la víctima, lo que 

puede generar obstáculos en el acceso a la 

justicia. 

 

En este contexto, el presente trabajo 

tiene como finalidad analizar el fundamento 

constitucional de los derechos de la víctima, 

así como las problemáticas prácticas que 

surgen en su reconocimiento dentro del 

proceso penal, destacando el papel del 

juicio de amparo como mecanismo eficaz 

para garantizar la tutela efectiva de sus 

derechos frente a posibles omisiones o 

determinaciones restrictivas de la autoridad 

investigadora. 

 

Reconocimiento constitucional de 

la víctima y su papel en el procedimiento 

penal mexicano 

El constitucionalismo mexicano 

contemporáneo ha experimentado una 

mailto:flima@dumont.com.mx
mailto:f.lima.c@hotmail.com
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transformación significativa en materia de 

derechos humanos, particularmente a partir 

de la reforma constitucional de 2011, la cual 

incorporó los derechos reconocidos en 

tratados internacionales al parámetro de 

regularidad constitucional y consolidó un 

modelo jurídico abierto. Este cambio 

responde a una evolución histórica que, 

desde las revoluciones liberales hasta la 

internacionalización de los derechos 

humanos tras la Segunda Guerra Mundial, 

permitió transitar de postulados filosóficos a 

normas jurídicas exigibles.1 En este 

contexto, el Estado mexicano asumió la 

obligación de fortalecer los mecanismos de 

protección de los derechos fundamentales, 

ampliando su alcance y garantizando su 

eficacia en la práctica.2 

 

En este nuevo paradigma, el principio 

pro persona, previsto en el artículo 1° 

constitucional, se erige como eje rector de la 

interpretación jurídica, obligando a las 

autoridades a aplicar la norma o 

interpretación que más favorezca a la 

 
1 Orduña Trujillo, “Los derechos humanos de las víctimas. 
Latinoamérica”. Revista de Estudios Latinoamericanos, 
núm. 40, 2005, 
https://www.redalyc.org/articulo.oa?id=64004007.  
2 Secretaría Ejecutiva, Comisión Nacional de Derechos 
Humanos, “Reforma Constitucional en materia de 
Derechos Humanos. 10 de junio”, 
https://www.cndh.org.mx/noticia/reforma-

persona. 3 Este principio ha sido reforzado 

por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación al reconocer la fuerza vinculante de 

la jurisprudencia de la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos cuando resulte más 

favorable, lo que amplía el alcance de 

protección de los derechos humanos.4  

 

Bajo esta lógica, el artículo 20, 

apartado C, constitucional reconoce a la 

víctima como sujeto central del proceso 

penal, dotándola de derechos que permiten 

su participación activa. Dicho 

reconocimiento se materializa en la 

legislación secundaria, particularmente en la 

Ley General de Víctimas y el Código 

Nacional de Procedimientos Penales, los 

cuales establecen mecanismos que 

constitucional-en-materia-de-derechos-humanos-10-de-
junio. 
3 Ibarra Olguin, Curso de Derechos Humanos, Tirant to 
Blanch, México 2022, p. 673 – 674. 
4 Tesis: P./J. 21/2014 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 5, abril de 2014, p. 
204. 

“…en los delitos de propiedad 

industrial, sucede que la calidad de 

víctima puede no vislumbrarse tan 

clara como quisiéramos… En este 

contexto, el juicio de amparo surge 

como la única posibilidad…” 
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garantizan su intervención efectiva en el 

proceso, consolidando un modelo de justicia 

más equilibrado. 5 

 

Problemáticas prácticas en el 

reconocimiento como víctima en los 

delitos contra la propiedad industrial 

Existen delitos en nuestra legislación 

penal, en los que no resulta difícil establecer 

quien puede ostentar el carácter de víctima 

u ofendido, como puede ser el homicidio, las 

lesiones, el daño en propiedad privada, el 

despojo. En estos delitos existe un resultado 

material tangible y una persona que reciente 

ese daño inmediatamente después de su 

ejecución.  

 

Precisé aclarar lo anterior ya que, en 

los delitos de propiedad industrial, sucede 

que la calidad de víctima puede no 

vislumbrarse tan clara como quisiéramos, 

especialmente en las etapas iniciales de la 

investigación. En la práctica, puede ocurrir 

que el Ministerio Público, al conocer de los 

hechos narrados por quien se ostenta como 

titular de un derecho de propiedad industrial, 

no cuente en ese momento con elementos 

suficientes para identificar con claridad el 

 
5 Zamora José, “La víctima en el nuevo proceso penal 
acusatorio”, Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Formación Profesional de la Procuraduría 

daño, menoscabo o perjuicio patrimonial 

sufrido, en virtud de que aún no se han 

desarrollado actos de investigación que 

permitan acreditarlo. 

 

Esta situación puede generar 

consecuencias procesales relevantes, ya 

que si el Ministerio Público determina que no 

tiene elementos suficientes para establecer 

que quién presentó una querella tiene la 

calidad de víctima, esto la puede colocar en 

un estado grave de indefensión, ya que 

según la naturaleza del procedimiento 

penal, solo las partes pueden tener un rol 

activo, por tanto, si no hay un 

reconocimiento de víctima, entonces ¿cómo 

podría aquella persona, física o moral 

impugnar en su momento una posible 

determinación de no ejercicio de la acción 

penal?, si según el artículo 258 del Código 

Nacional de Procedimientos Penales, la 

única facultada para promover el recurso de 

solicitud de control judicial o “innominado” 

como se le conoce en la práctica penal, es 

la víctima u ofendido.  

 

En este contexto, el juicio de amparo 

surge como la única posibilidad de que 

General de Justicia del Distrito Federal, México 2014, 1ed, 
p.69 – 71. 
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aquella persona que considere que es 

víctima en un procedimiento penal pueda 

reparar cualquier violación a derechos 

realizada por el Ministerio Público si este le 

niega la calidad de víctima u omite 

pronunciarse al respecto desde el inicio de 

la investigación.  

 

En este sentido, la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación ha fortalecido el acceso 

a la justicia de la víctima al reconocer que su 

asesor jurídico cuenta con facultades para 

promover el juicio de amparo en su nombre, 

lo que permite superar posibles escenarios 

de indefensión derivados de actuaciones u 

omisiones del Ministerio Público.6 Dicho 

criterio parte de la necesidad de garantizar 

un equilibrio procesal entre las partes y 

evitar que la víctima quede en situación de 

vulnerabilidad frente al poder punitivo del 

Estado, especialmente cuando no se le 

reconoce formalmente su calidad dentro del 

procedimiento penal.  

 

Así, el juicio de amparo se consolida 

como un mecanismo idóneo y efectivo para 

combatir actos de autoridad que afecten sus 

derechos, permitiendo que, aun en ausencia 

de un reconocimiento inicial, la persona que 

 
6 Tesis: 1a./J. 12/2021 (10a.), Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 2, junio 

de 2021, Tomo IV, p. 3351. 

¿QUÉ ES EL AMPARO? 
 

"…el amparo es un medio o herramienta de 
defensa que tenemos disponible para pedir que 

los tribunales federales revisen y, en su caso, 
garanticen la protección de nuestros derechos 
humanos, cuando éstos se vean violentados o 

amenazados por los actos, omisiones y normas 
generales de una autoridad, así como en 

ciertos casos por actos de particulares que 
lleven a cabo actos equiparables a los de una 

autoridad…” 
 

¿SABÍAS QUÉ…? 

• “El 2 de abril de 2013, entró en vigor una 
nueva Ley de Amparo en México. Pero… el 

amparo no es nuevo en nuestro país… existe 
a nivel federal desde la Constitución de 

1857.” 

• “A raíz de esta reforma, el amparo debe ser 
visto como un derecho y una garantía para la 

protección de todos nuestros derechos.” 

• “El amparo… permite reconstruir el tejido 
social deteriorado por los excesos de poder y 

por las disparidades sociales.” 

• El amparo mexicano sirvió como modelo para 
la redacción del artículo 8 de la Declaración 

Universal de Derechos Humanos (DUDH). 
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resiente la afectación pueda acudir a la 

jurisdicción constitucional para hacer valer 

su derecho de acceso a la justicia y la tutela 

efectiva de sus derechos fundamentales. 

 

En ese orden de ideas, la dificultad 

para identificar de manera inmediata el daño 

patrimonial o la afectación jurídica puede 

derivar en la exclusión indebida de quien 

legítimamente resiente el ilícito, colocándolo 

en un estado de indefensión que limita el 

ejercicio de sus derechos. En este contexto, 

el juicio de amparo se erige no solo como un 

medio de control constitucional, sino como 

una garantía indispensable para restablecer 

el equilibrio procesal y asegurar el acceso 

efectivo a la justicia, permitiendo que la 

víctima haga valer su calidad y sus derechos 

frente a posibles omisiones o 

determinaciones restrictivas de la autoridad 

investigadora. 
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Ius puniendi 

LÓPEZ LÓPEZ GUSTAVO MIGUEL 

 

La conformación actual de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación (SCJN) emitió un criterio 

jurisprudencial,1 derivado de la ejecutoria recaída a un 

juicio de amparo directo,2 en el que refrendó la 

posibilidad jurídica de extender los principios 

contenidos en el artículo 22 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos a materias distintas a 

la penal. Lo anterior, siempre y cuando las controversias 

versen sobre la facultad punitiva del Estado (o conforme 

a la locución latina que intitula a este trabajo: ius 

puniendi), lo que se verifica en los procedimientos 

disciplinarios seguidos contra personas servidoras 

públicas. 

 

Lo hasta aquí descrito cobra importancia ante 

los cambios orgánicos que el Poder Judicial de la 

Federación ha presentado tras la reforma 

constitucional publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el 15 de septiembre de 2024, pues a la 

luz de la tesis descrita se ratifica la orientación 

protectora de derechos fundamentales de las 

personas sujetas a procedimientos disciplinarios; 

dada la cercanía existente entre las facultades 

estatales de imponer penas y 

medidas de seguridad ante la 

comisión de ilícitos y las 

competencias de las autoridades 

administrativas para sancionar la 

actividad de las personas 

servidoras públicas cuando 

lesionan las disposiciones 

administrativas. 

 

 
Oficial Judicial adscrito al Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. Correo electrónico: 
gustavo.m.lopez@hotmail.com 
1 Tesis P./J. 13/2026, Semanario Judicial de la Federación, época duodécima, 13 de marzo de 2026. 
2 Amparo directo en revisión 2427/2025, Semanario Judicial de la Federación, 13 de marzo de 2026. 

Ius puniendi  
(del latín "derecho a penar" o "derecho 
a sancionar"). 
 
Adm. y Pen. Potestad del Estado para 
castigar mediante los dos sistemas 
represivos existentes en nuestro 
derecho: el derecho penal, que es 
aplicado por los jueces y tribunales, y el 
derecho administrativo sancionador, 
que es aplicado por la Administración. 
 
Referencia 
Diccionario panhispánico del español 
jurídico, https://dpej.rae.es/lema/ius-
puniendi  

    VOCABULARIO  

mailto:gustavo.m.lopez@hotmail.com
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https://dpej.rae.es/lema/ius-puniendi
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Utilizamos como pretexto el 

posicionamiento reciente para rememorar 

algunas de las tesis torales en el desarrollo 

jurisprudencial del derecho administrativo 

sancionador, recordar las bases sobre las 

que se sostiene y comenzar a pensar sobre 

los caminos que habrán de seguirse. 

 

Cimientos para la construcción de los 

principios constitucionales del derecho 

administrativo sancionador 

Encontramos que, desde 2006, la 

integración anterior del Pleno de la SCJN 

indicó que resultaba posible (e incluso 

necesario) para la construcción de 

los principios propios del derecho 

administrativo sancionador, 

acudir al desarrollo técnico-

jurídico del garantismo de 

la materia penal. 1 Ello 

en virtud de la 

semejanza esencial 

entre las penas y las 

sanciones 

administrativas, pues 

ambas son impuestas 

como consecuencia a 

lo antijurídico derivado 

 
1 Tesis P./J. 99/2006, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, época novena, t. XXIV, agosto de 2006, p. 
1565.  

de una conducta permitida, prohibida y 

obligatoria. 

 

La trascendencia de lo relatado recae 

en que ambas cuestiones son 

materializaciones de la potestad punitiva del 

Estado, lo que motiva la aplicabilidad de los 

principios sustantivos en materia penal; 

mas, la traslación descrita, precisó el 

tribunal constitucional aludido, no debe 

realizarse de forma automatizada, sino que 

las autoridades que resuelvan los asuntos 

deben analizar la compatibilidad en 

observancia a la naturaleza de los 

procedimientos administrativos. 

 

Criterio de aplicabilidad a 

normas de derecho 

administrativo 

Ante lo novedoso de 

la materia, fue necesario matizar la 

posibilidad de traslación de los principios 

sustantivos del derecho penal.2 Dentro de 

las más importantes ocurre cuando el 

requisito indispensable de la norma 

materia de análisis esté contenida en un 

procedimiento sancionador. El 

procedimiento, para considerarlo 

2 Tesis 2a./J. 124/2018, Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, época décima, libro 60, noviembre de 2018, 
t. II, p. 897. 
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dentro de la naturaleza mencionada, debía 

cumplir las condiciones que: i) de éste 

pudiera derivar la imposición de una 

sanción, y ii) sea sustanciado como una 

manifestación de la potestad punitiva del 

Estado (que la intención clara sea la de 

condenar o sancionar una conducta tildada 

de ilícita). 

 

La acotación que se comenta fue 

realizada para agregar como requisito que el 

procedimiento tenga un carácter 

preponderantemente sancionador, por lo 

que no basta la posibilidad abstracta de que 

pueda imponerse una sanción o infracción 

administrativa, como podría acontecer ante 

una multa de tránsito. Fue señalado que el 

cumplimiento de esa condición ocurre por 

antonomasia en los procedimientos 

 
3 Tesis P./J. 43/2014, Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, libro 7, junio de 2014, t. 1, p. 41. 

sancionadores por responsabilidades 

administrativas de los servidores públicos. 

 

A manera de ejemplo: la presunción de 

inocencia 

Para comprender la forma en que los 

principios sustantivos del derecho penal son 

trasladables a los procedimientos 

administrativos sancionadores, podemos 

tomar como ejemplo la determinación 

adoptada respecto del principio de 

presunción de inocencia.3 

 

A nivel plenario, la SCJN partió de 

citar como precedente la tesis en que 

interpretó el texto constitucional, la 

Convención Americana sobre Derechos 

Humanos y el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, de donde 

coligió que el principio que se comenta está 

implícitamente reconocido a nivel 

constitucional y que el desarrollo 

convencional corresponde a su 

especificidad y mecanismos para hacerlo 

efectivo. 4 

 

La SCJN sostuvo que la presunción 

de inocencia constituye un principio rector 

4 Tesis P. XXXV/2002, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, t. XVI, agosto de 2002, p. 14. 

La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación “…sostuvo que la 

presunción de inocencia constituye 
un principio rector del derecho que, 
por ende, resulta aplicable a todos 
aquellos procedimientos de los que 
pueda derivar una sanción o pena, 

siempre y cuando sea en el ejercicio 
de la facultad punitiva estatal…” 
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del derecho que, por ende, resulta aplicable 

a todos aquellos procedimientos de los que 

pueda derivar una sanción o pena, siempre 

y cuando sea en el ejercicio de la facultad 

punitiva estatal; por lo cual constituye un 

derecho de todas las personas sometidas a 

cualquier procedimiento administrativo 

sancionador, bajo la condición que sea 

matizado o modulado caso por caso. 

 

Alcanzó esa determinación precisamente 

por la naturaleza invasiva del poder 

correctivo del Estado, donde es necesario 

que la persona servidora pública sea 

considerada inocente a lo largo de la 

secuela procedimental. Donde además 

deben aplicarse las reglas especiales, como 

lo es el desplazamiento de la carga de la 

prueba a la autoridad investigadora. 

 

Conclusión 

En los últimos años se ha desarrollado vía 

jurisprudencial los principios particulares del 

derecho administrativo sancionador. El 

reconocimiento por parte de la conformación 

nueva de la SCJN al trabajo emprendido por 

las anteriores refuerza el camino que debe 

seguirse para construir la rama incipiente. 

 

Retomar la experiencia adquirida a lo 

largo de los siglos por las personas 

especialistas en derecho penal y su 

interrelación con los derechos 

fundamentales ha permitido acelerar el 

proceso de aprendizaje que, si bien no está 

acabado, lo cierto es que poco a poco los 

principios del derecho administrativo 

sancionador comienzan a tomar forma (tal y 

como nuestro tribunal constitucional 

presagió). 

 

Resulta indispensable que las 

personas defensoras de aquellas servidoras 

públicas que se vean ante la circunstancia 

de ser sujetas a un procedimiento de esta 

naturaleza utilicen todas las herramientas a 

su alcance para trasladar los principios 

garantistas del derecho penal a la defensa 

de las representadas, pues esto coadyuvara 

a que durante los procedimientos sean 

respetados sus derechos humanos, con la 

finalidad de evitar actuaciones arbitrarias de 

las autoridades. 
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Derechos humanos: entre el esencialismo y el nominalismo 

 

TENORIO PÉREZ DANIEL   

 

El gran problema de los derechos humanos 

es la epistemología con la que se abordan. 

Por lo general, se suele cometer un error 

común en la manera de comprender e 

interpretar estas prerrogativas, pues no se 

identifica claramente la diferencia entre una 

descripción y una prescripción, haciendo 

pasar a esta última como un ente existente. 

De tal manera, la realidad se presenta como 

 
 Egresado de la maestría en filosofía del derecho por la Universidad de Buenos Aires.  
1 Guibourg, Ricardo A., et al., No somos dignos. La dignidad en la moral y en el derecho, Buenos Aires, Astrea, 2022, p.2.  
2 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, “El derecho humano a una vivienda 

 

inmaterial y trascendente, pero sin método 

de comprobación.1 

 

Por ejemplo, alguien afirma que el 

derecho a la vivienda es aquel que garantiza 

a toda persona un lugar seguro, digno y 

asequible para vivir, con servicios básicos y 

seguridad jurídica frente a desalojos, 

permitiendo el desarrollo personal y 

familiar.2 Sin embargo, dicha persona 

Filosofía. Autoría: karrikas, perfil del sitio web Flicklr. Utilizada bajo licencia CC BY-SA 2.0.https://flic.kr/p/4Qp3QW  

https://flic.kr/p/4Qp3QW
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presenta la definición como si fuera una 

realidad palpable y no un juicio valorativo 

que se inserta dentro de una norma con la 

finalidad de ordenar estructuras y prácticas 

normativas. 

 

Este tipo de juicios presentan una 

forma específica de entender este tema a 

partir de las siguientes características: 1) los 

derechos humanos son cosas que existen 

como una entidad; 2) son verificables 

empíricamente; 3) existen con 

independencia de los sujetos que sostienen 

la existencia de los mismos derechos. Ahora 

bien, algunas personas dedicadas a los 

derechos humanos sostienen una especie 

de esencialismo que se asemeja, en 

algunos puntos, a la metafísica platónica. De 

esta manera, los derechos humanos son 

cuestiones preexistentes, universales e 

independientes del actuar humano. 

 

Bajo esta lógica, las formulaciones 

jurídicas concretas aparecerían como meras 

realizaciones imperfectas de una esencia 

normativa superior, lo que conduce a tratar 

los derechos humanos como si fueran 

entidades dotadas de una existencia propia. 

 

 
adecuada”, [en línea], https://www.ohchr.org/es/special-
procedures/sr-housing/human-right-adequate-housing, 

Esto es problemático, pues cuando 

se cuestiona cómo se llegó a este tipo de 

conclusiones, se verifica la ausencia de un 

método que ayude a determinar si se 

conoció correctamente la esencia del 

derecho humano. Esta laguna metodológica 

permite llenarla con otras posturas, como la 

razonabilidad práctica, la moral o la 

intuición, cuyas respuestas, al igual que el 

esencialismo, carecen de método de 

comprobación. 

 

Ahora bien, si el esencialismo 

presenta grandes problemas, debemos 

considerar otras alternativas para explicar 

los derechos humanos, entre ellas el 

nominalismo. Esta postura filosófica 

sostiene que no existen entidades 

universales, sino que las personas utilizan 

denominaciones lingüísticas para agrupar 

objetos con características similares. 

 

[consulta: 1 de abril de 2026]. 

“En este sentido, los derechos 
humanos no se descubren, no hay 

esencia que seguir, sino que se 
construyen mediante la práctica 
jurídica presente en las leyes, las 

determinaciones administrativas y 
las sentencias judiciales…” 

https://www.ohchr.org/es/special-procedures/sr-housing/human-right-adequate-housing?utm_source=chatgpt.com
https://www.ohchr.org/es/special-procedures/sr-housing/human-right-adequate-housing?utm_source=chatgpt.com
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Si categorías como “derechos 

humanos” ayudan a aglomerar diversos 

tipos de derechos, entonces se debe dejar 

de lado la existencia de una esencia y 

colocar el foco en los individuos que 

identifican las características que hacen a 

un concepto lo que es, reconociendo que se 

trata de construcciones sociales.3 

 

En este sentido, los individuos que 

categorizan los derechos humanos y 

construyen tipologías de los mismos, en la 

práctica, son los funcionarios públicos, entre 

ellos, principalmente, los legisladores y los 

jueces. Los primeros se encargan de 

establecer los marcos normativos donde se 

introduce, de forma vaga, el contenido de los 

derechos humanos. 

 

Por su parte, los segundos son 

quienes especifican los tipos de derechos y 

explican de manera más detallada qué 

características tienen, cuál es la forma 

aceptada de interpretación de estos y 

cuándo pueden o no invocarse. El juez es el 

arquitecto conceptual que parte del trabajo 

del legislador; por ello, la labor de las cortes 

supremas adquiere una gran relevancia. 

 

 
3 Guibourg, Ricardo A., La construcción del pensamiento: 
decisiones metodológicas, Buenos Aires, Colihue, 2006, 

A diferencia del esencialismo, el 

nominalismo permite dotarnos de 

herramientas suficientes para identificar o 

descartar fenómenos a partir de conceptos. 

Así, un juez no conoce la esencia del 

derecho humano, sino que identifica los 

parámetros en los que se usa la expresión 

“derechos humanos” y, a partir de ello, 

puede calificar si se violó o no alguno de 

ellos, cuál es su contenido conforme a la 

interpretación sostenida por la Corte 

Suprema, entre otros aspectos. 

 

En este sentido, los derechos 

humanos no se descubren, no hay esencia 

que seguir, sino que se construyen mediante 

la práctica jurídica presente en las leyes, las 

determinaciones administrativas y las 

sentencias judiciales. Esto explica la manera 

en que adquieren sentido y eficacia en 

contextos determinados. De esta manera, el 

estudio debe trasladarse hacia las 

condiciones en las que los derechos 

humanos son producidos, interpretados y 

aplicados. 

 

En este orden de ideas, se hace 

necesario adoptar una nueva perspectiva 

que permita superar tanto el esencialismo 

pp. 33-34. 
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como el nominalismo llano, pues se rechaza 

tanto la idea de naturalezas como la de que 

los derechos sean simples nombres. Como 

se ha señalado, el papel institucional es de 

gran relevancia, ya que estas instancias son 

las que establecen las construcciones 

normativas que emergen de su actuar. Así, 

la fuerza de los derechos humanos no deriva 

de su existencia independiente, sino de los 

procesos mediante los cuales son 

articulados, argumentados y utilizados en la 

práctica jurídica. 

 

Ello permite afirmar que los derechos 

humanos no son un conjunto de entidades 

dadas, sino una práctica en constante 

construcción, en la que su significado y 

alcance se definen en el uso, 

particularmente en la labor interpretativa y 

decisional de los órganos jurisdiccionales. 

De ahí que el estudio de los derechos 

humanos exija no solo una reflexión 

conceptual, sino también un análisis atento 

de las prácticas que los hacen posibles y 

efectivos. 

 

Referencias 

GUIBOURG, Ricardo A., et al., No somos dignos. La dignidad en la moral y en el derecho, Buenos 

Aires, Astrea, 2022. 

GUIBOURG, Ricardo A., La construcción del pensamiento: decisiones metodológicas, Buenos Aires, 

Colihue, 2006. 

OFICINA DEL ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS DERECHOS HUMANOS, “El derecho 

humano a una vivienda adecuada”. https://www.ohchr.org/es/special-procedures/sr-

housing/human-right-adequate-housing [1/4/26]. 

 

https://www.ohchr.org/es/special-procedures/sr-housing/human-right-adequate-housing?utm_source=chatgpt.com
https://www.ohchr.org/es/special-procedures/sr-housing/human-right-adequate-housing?utm_source=chatgpt.com
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Entre la rabia y el olvido: la desaparición de personas en México 

 

BENITEZ DELGADO ALEJANDRA  

 

 

El 19 de abril de 2026, Volker Turk, 

Alto Comisionado de Naciones Unidas para 

los Derechos Humanos, arribó a México en 

una visita para atender la situación del país. 

Es después de muchos años que se 

 
 Licenciada en Derecho y estudiante de la Maestría en Derecho de la UNAM- Correo electrónico: 
alejandra.benitezdel@gmail.com 

presenta una oportunidad así, esta figura 

estará reuniéndose con colectivos de 

víctimas y organizaciones de la sociedad 

civil, así como, diversas entidades del 

gobierno.  

Sesión sobre desapariciones forzadas (Ciudad de México, 29 de septiembre de 2015). Foto tomada de la cuenta de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos del sitio web Flicklr. Crédito: Daniel Cima/CIDH. https://flic.kr/p/yivTPt 

mailto:alejandra.benitezdel@gmail.com
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Uno de los intereses principales de la 

visita y de la sociedad civil gira en torno a la 

crisis de desaparecidos en México. Un tema 

ya abordado recientemente, cuando 

mediante el documento 

CED/C/MEX/A.34/D/1, el Comité contra la 

Desaparición Forzada (por sus siglas CED) 

anuncia que llevará la situación de México 

en materia de desaparición de personas 

ante la Asamblea General de las Naciones 

Unidas, con lo que el CED propone que se 

brinde cooperación técnica, apoyo 

financiero y asistencia especializada a 

México para atender el fenómeno.1 

 

A lo que siguió el pronunciamiento 

oficial del gobierno de México, el cual 

rechaza el informe del CED por considerarlo 

“tendencioso y no tomar en cuenta las 

observaciones, análisis y actualizaciones 

presentadas por el Gobierno de México, las 

cuales demuestran que los argumentos no 

coinciden ni con la definición de 

desaparición forzada del propio comité, ni 

los avances institucionales logrados 

desde 2019 y en particular desde 2025”.2 

 
1 ONU/CED (2026). CED/C/MEX/A.34/D/1; Decisión en 
virtud del artículo 34 de la Convención: 
México.https://tbinternet.ohchr.org/_layouts/15/treatyb
odyexternal/Download.aspx?symbolno=CED%2FC%2FME
X%2FA.34%2FD%2F1&Lang=en  
2 Secretaría de Gobernación. Comunicado de prensa: 

México rechaza informe del Comité de Desapariciones 
Forzadas de la ONU por omitir avances contra 
desapariciones forzadas desde 2018. 02 de abril de 2026. 
https://www.gob.mx/segob/prensa/mexico-rechaza-
informe-del-comite-de-desapariciones-forzadas-de-la-

 

 
LA DESAPARICIÓN FORZADA EN EL DERECHO 

INTERNACIONAL 
 
“A los efectos de la presente 
Convención, se entenderá por 
"desaparición forzada" el arresto, la 
detención, el secuestro o cualquier 
otra forma de privación de libertad 
que sean obra de agentes del Estado 
o por personas o grupos de 
personas que actúan con la 
autorización, el apoyo o la 
aquiescencia del Estado, seguida de 
la negativa a reconocer dicha 
privación de libertad o del 
ocultamiento de la suerte o el 
paradero de la persona 
desaparecida, sustrayéndola a la 
protección de la ley.” 
 
Referencia 
Convención Internacional para la 
protección de todas las personas contra 
las desapariciones forzadas, artículo 2. 
 https://www.ohchr.org/es/instruments-
mechanisms/instruments/international-
convention-protection-all-persons-
enforced  

https://tbinternet.ohchr.org/_layouts/15/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CED%2FC%2FMEX%2FA.34%2FD%2F1&Lang=en
https://tbinternet.ohchr.org/_layouts/15/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CED%2FC%2FMEX%2FA.34%2FD%2F1&Lang=en
https://tbinternet.ohchr.org/_layouts/15/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CED%2FC%2FMEX%2FA.34%2FD%2F1&Lang=en
https://www.gob.mx/segob/prensa/mexico-rechaza-informe-del-comite-de-desapariciones-forzadas-de-la-onu-por-omitir-avances-contra-desapariciones-forzadas-desde-2018-422922
https://www.gob.mx/segob/prensa/mexico-rechaza-informe-del-comite-de-desapariciones-forzadas-de-la-onu-por-omitir-avances-contra-desapariciones-forzadas-desde-2018-422922
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-convention-protection-all-persons-enforced
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-convention-protection-all-persons-enforced
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-convention-protection-all-persons-enforced
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-convention-protection-all-persons-enforced
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Y si bien es verdad, que ha habido 

avances, la consolidación de un sistema 

nacional de búsqueda, la emisión de 

instrumentos legales como el Protocolo 

Homologado de Búsqueda de Personas 

(que recientemente tuvo una reforma3, que 

incluso permite que la investigación penal 

inicie desde el momento que se dé la noticia 

de la desaparición) y que por supuesto, 

incluye apartados sobre las acciones de 

búsqueda de acuerdo a las características 

de las personas (por ejemplo, género, 

orientación sexual, pertenencia a un pueblo 

indígena, labor como persona defensora de 

derechos humanos o periodista, y si son 

personas migrantes); por otro lado, la 

Secretaría de Gobernación y las instancias 

que dependen de esta, como la Comisión 

Ejecutiva de Atención a Víctimas y la 

Comisión Nacional de Búsqueda, tienen 

mesas de trabajo con colectivos de familias 

buscadoras, donde se ha privilegiado el rol 

de las madres buscadoras en las acciones 

 
onu-por-omitir-avances-contra-desapariciones-forzadas-
desde-2018-422922  
3 Diario oficial de la Federación. Acuerdo del Sistema 
Nacional de Búsqueda de Personas, emitido en su segunda 
sesión ordinaria, celebrada el 15 de diciembre del 2025, 
por el que se aprueba la actualización del Protocolo 
Homologado para la Búsqueda de Personas Desaparecidas 
y No Localizadas, el cual se anexa al presente Acuerdo y 

para encontrar a las más de 133 333 

personas desaparecidas4.  

 

No obstante, estos esfuerzos han 

resultado insuficientes, como autora, me 

abstendré de criticar o elogiar el gobierno, 

sino atenerme a la realidad: las personas 

siguen desapareciendo en México, un país 

que se ha convertido en una gran fosa 

clandestina, tal y como lo indican las cifras 

oficiales, que alarmantemente siguen 

aumentando.  

 

¿Por qué ocurre esto? 

México atraviesa una crisis de 

seguridad pública desde la estrategia militar 

conocida como “Guerra contra el 

narcotráfico”, iniciada en el sexenio de 

Felipe Calderón. Aunada a la impunidad que 

persiste y la falta de coordinación entre 

autoridades de los tres niveles de gobierno.  

 

Pero no solo es la violencia de grupos 

criminales. Existe algo más que causa la 

desaparición de personas en este país: la 

forma parte integrante del mismo. Publicado el 25 de 
marzo de 2026.   
https://sidofqa.segob.gob.mx/notas/5783197  
4 Secretaría de Gobernación.  Versión Estadística RNPDNO. 
Fecha de revisión: 21 de abril de 2026. 
https://versionpublicarnpdno.segob.gob.mx/Dashboard/
ContextoGeneral  

https://www.gob.mx/segob/prensa/mexico-rechaza-informe-del-comite-de-desapariciones-forzadas-de-la-onu-por-omitir-avances-contra-desapariciones-forzadas-desde-2018-422922
https://www.gob.mx/segob/prensa/mexico-rechaza-informe-del-comite-de-desapariciones-forzadas-de-la-onu-por-omitir-avances-contra-desapariciones-forzadas-desde-2018-422922
https://sidofqa.segob.gob.mx/notas/5783197
https://versionpublicarnpdno.segob.gob.mx/Dashboard/ContextoGeneral
https://versionpublicarnpdno.segob.gob.mx/Dashboard/ContextoGeneral
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falta de instituciones verdaderamente 

especializadas para contener esta crisis, 

tanto para la prevención como en el 

después.  

 

Esto recordando someramente los 

numerosos recortes presupuestales o 

eliminación de fideicomisos para víctimas, 

que impactan de manera directa en la 

atención de éstas. Y es por ello, que, pese a 

los esfuerzos gubernamentales y de la 

sociedad civil, aun no se garantizan la 

verdad, justicia y no repetición para miles de 

familias mexicanas.  

Para concluir, considero que existen 

numerosas iniciativas gubernamentales y 

que se ha ido consolidando un sistema 

nacional de búsqueda. No obstante, la 

magnitud de la crisis de desaparición rebasa 

cualquier esfuerzo. Contar con apoyo 

internacional que permita fortalecer las 

instituciones existentes, puede cambiar la 

balanza a favor de las víctimas. esto puede 

traducirse, en tener personal capacitado y 

sensible, nuevas formas de investigar, 

herramientas tecnológicas y mejores 

puentes de comunicación interinstitucional.
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De la conquista de las ocho horas a la realidad laboral contemporánea 

en México 

HERNÁNDEZ RINCÓN JOSÉ ANTONIO  

Introducción 

Cuando uno nace, no nos damos 

cuenta de las cosas que tuvieron que pasar 

para alcanzar el presente. Pocos se 

preguntan cómo es que llegaron a construir 

 
 Estudiante de décimo semestre en la Facultad de Derecho de la UNAM. 

un auto, simplemente creemos que han 

existido toda la vida para poder 

transportarnos. Y es hasta que crecemos 

nos enteramos que hace dos siglos el único 

transporte eran los animales. El derecho no 
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está alejado de esto. Creemos que los 

derechos humanos han sido inherentes al 

ser toda la vida y terminamos dándonos 

cuenta de que ha sido una lucha social a lo 

largo de los siglos.   

 

He de confesar que cuando uno se 

encuentra solo con sus ideas, la mente 

divaga, se cuestiona y piensa en infinidad de 

temas. Fue después de una reflexión al final 

de la jornada cuando surgieron en mí 

preguntas: ¿Es necesaria la reducción de 

jornadas? ¿Dónde surgieron estas ideas? 

¿Por qué trabajamos 8 horas?  

 

El presente ensayo tiene por objetivo 

explicar el origen y la determinación 

histórica de la jornada laboral de ocho horas, 

surgida como resultado de las luchas 

sociales y de la necesidad de limitar 

jornadas excesivas. Concluyendo en una 

reflexión final a partir del análisis de la 

reforma laboral, sobre las condiciones 

actuales del trabajo que afectan la vida de 

 
1 Womack Jr., John Posición estratégica y fuerza obrera, 
Fondo de Cultura Económica, México, 2007, pp. 34 

las personas, resultando en un necesario 

cambio en las estructuras laborales que han 

traído consigo la reducción de la jornada 

laboral. 

 

Necesidad del cambio 

El trabajo ha ido acompañando la 

historia de la humanidad, demostrando que 

es intrínseca e infinitamente un objeto de 

interés. Su presencia constante en nuestro 

devenir nos deja ver que el camino a la 

extinción es más seguro sin trabajo que sin 

copulación.1 

 

Los antecedentes de las condiciones 

laborales narran tragedias, injusticias, 

adversidades a quienes exigían respeto y 

honradez. Desde la Edad antigua, el trabajo 

era una actividad denigrante y despreciada, 

propia y definitoria de aquella categoría 

social de la especie humana que eran los 

esclavos.2 

 

2 Lastra Lastra, José Manuel, “El trabajo en la historia”, 
Anuario Mexicano de historia del derecho. 

…era urgente una nueva visión de la sociedad que, al gestarse, dio comienzo a un 
nuevo periodo histórico… del que se reconocen las ideas que trajo: libertad, 

igualdad, soberanía, colectividad, derechos naturales de la humanidad, división de 
poderes y demás.  Para los años 1800, ¿qué obrero hubiera pensado que su lucha 

sentó los principios del derecho laboral 200 años después?  …” 



REVISTA ELECTRÓNICA PERSEO 

 
NÚMERO 149, JULIO-AGOSTO 2026 42 

En el siglo XIX, el trabajador todavía 

se asociaba con la clase baja que, sin 

educación ni condiciones dignas, ejercía su 

labor todos los días de su vida. Los 

miembros de dicha clase estaban 

condenados a no conocer el descanso, la 

libertad, la equidad o la justicia.   

 

Durante el primer siglo de 

industrialización, las mujeres y los niños 

solían trabajar en la industria textil. Sus 

dedos más pequeños a menudo les 

permitían enhebrar mejor la maquinaria. 

A pesar de trabajar 

habitualmente 16 horas o más 

al día, recibían un salario 

bajo.3 

 

Ante esta situación, 

era urgente una nueva 

visión de la sociedad4 que, al 

gestarse, dio comienzo a un 

nuevo periodo histórico sobre el 

que no hay un acuerdo total del 

momento en el que inicia, pero del 

que se reconocen las ideas que 

trajo: libertad, igualdad, soberanía, 

 
3 Wilkinson, Freddie, Industrialization, Labor and Life, 
National Geographic, https://education-
nationalgeographic-
org.translate.goog/resource/industrialization-labor-and-
life/?_x_tr_sl=en&_x_tr_tl=es&_x_tr_hl=es&_x_tr_pto=t

colectividad, derechos naturales de la 

humanidad, división de poderes y demás.  

Para los años 1800, ¿qué obrero hubiera 

pensado que su lucha sentó los principios 

del derecho laboral 200 años después?  

 

En camino al trato digno 

"Ocho horas para trabajar, ocho 

horas para dormir y ocho horas para la 

casa", bajo ese lema, en 1886 marcharon 

200,000 trabajadores en Chicago. Entre 

abucheos y descalificaciones exigieron la 

disminución de las jornadas de trabajo. La 

sociedad y el régimen jurídico no se 

encontraban ávidos de escuchar 

las pretensiones de aquellos 

trabajadores, lo que quedó 

demostrado en la manera 

en que culminó todo: 

detenciones masivas de 

trabajadores y la muerte de 

quienes alzaron la voz.5 

 

Pasaron 31 años para que 

por primera vez el mundo 

reconociera la necesidad de 

recortar las horas de trabajo. Nunca 

c&_x_tr_hist=true  
4 Owen, Robert Nueva Visión De La Sociedad 
5 Mella Ricardo, Los mártires de Chicago, Omegalfa, 2019, 
https://omegalfa.es/downloadfile.php?file=libros/los-
martires-de-chicago.pdf  

https://education-nationalgeographic-org.translate.goog/resource/industrialization-labor-and-life/?_x_tr_sl=en&_x_tr_tl=es&_x_tr_hl=es&_x_tr_pto=tc&_x_tr_hist=true
https://education-nationalgeographic-org.translate.goog/resource/industrialization-labor-and-life/?_x_tr_sl=en&_x_tr_tl=es&_x_tr_hl=es&_x_tr_pto=tc&_x_tr_hist=true
https://education-nationalgeographic-org.translate.goog/resource/industrialization-labor-and-life/?_x_tr_sl=en&_x_tr_tl=es&_x_tr_hl=es&_x_tr_pto=tc&_x_tr_hist=true
https://education-nationalgeographic-org.translate.goog/resource/industrialization-labor-and-life/?_x_tr_sl=en&_x_tr_tl=es&_x_tr_hl=es&_x_tr_pto=tc&_x_tr_hist=true
https://education-nationalgeographic-org.translate.goog/resource/industrialization-labor-and-life/?_x_tr_sl=en&_x_tr_tl=es&_x_tr_hl=es&_x_tr_pto=tc&_x_tr_hist=true
https://omegalfa.es/downloadfile.php?file=libros/los-martires-de-chicago.pdf
https://omegalfa.es/downloadfile.php?file=libros/los-martires-de-chicago.pdf
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en ningún país se habían otorgado las 8 

horas como un derecho tutelado por su 

norma suprema. La Constitución mexicana 

de 1917 fue pionera en inscribir los derechos 

sociales (entre ellos la jornada laboral 

máxima  de 8 horas) dentro de su contenido 

normativo; sólo posteriormente fueron 

adoptados en los demás países.6  

 

Lamentablemente reconocemos al 

trabajador mexicano como un trabajador 

explotado: trabajamos mucho y ganamos 

poco; preferimos ceder nuestro tiempo y 

nuestra vida a un trabajo con el fin de recibir 

una retribución a causa de la necesidad. 

Creemos que lo mejor para nosotros es 

exigirnos a nosotros mismos aún en 

perjuicio de nuestra salud y miramos al 

descanso como un tiempo malgastado bajo 

el argumento del deber ser productivos.  

 

Desde Robert Owen se sabe que la 

productividad no se relaciona para nada con 

las horas dentro del centro de trabajo porque 

“el hombre, en toda situación, necesita un 

respiro de sus ocupaciones constantes y 

regulares, cualesquiera que sean; y que si 

 
6 Benavides, Paulo, El Carácter Pionero de la Constitución 
de México de 1917, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/10/4
798/6.pdf  
7 Robert Owen, A New View of Society, First Essay, 

no se le proporcionan ni se le permiten 

diversiones inocentes e inofensivas, 

recurrirá a las que pueda obtener para aliviar 

temporalmente sus esfuerzos, aunque los 

medios para conseguirlo sean sumamente 

perniciosos.”7 

 

La ficción de las 40 horas  

En marzo se decretó la reforma para 

reducir la jornada laboral. Hecho que pudo 

significar algo histórico para el Estado 

mexicano, sigue pecando de ambigüedades 

y claras ataduras (como otras reformas 

recientes). 

 

Establece que “por cada seis días de 

trabajo deberán disfrutar por lo menos un 

día de descanso con goce de salario 

íntegro”. Es decir, no garantiza el esquema 

de dos días de descanso, lo cual es criticado 

por diversas asociaciones, colectivos y 

juristas. Factor importante en la lucha de los 

trabajadores, ya que no importa que reduzca 

el tiempo del trabajo porque prevalecerán 

los tiempos de traslado; el evidente 

agotamiento físico o mental durante el día 

laboral; la ocupación de los mismos días de 

McMaster University, https://www-marxists-
org.translate.goog/reference/subject/economics/owen/s
ociety/ch01.htm?_x_tr_sl=en&_x_tr_tl=es&_x_tr_hl=es&
_x_tr_pto=tc  

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/10/4798/6.pdf
https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/10/4798/6.pdf
https://www-marxists-org.translate.goog/reference/subject/economics/owen/society/ch01.htm?_x_tr_sl=en&_x_tr_tl=es&_x_tr_hl=es&_x_tr_pto=tc
https://www-marxists-org.translate.goog/reference/subject/economics/owen/society/ch01.htm?_x_tr_sl=en&_x_tr_tl=es&_x_tr_hl=es&_x_tr_pto=tc
https://www-marxists-org.translate.goog/reference/subject/economics/owen/society/ch01.htm?_x_tr_sl=en&_x_tr_tl=es&_x_tr_hl=es&_x_tr_pto=tc
https://www-marxists-org.translate.goog/reference/subject/economics/owen/society/ch01.htm?_x_tr_sl=en&_x_tr_tl=es&_x_tr_hl=es&_x_tr_pto=tc
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trabajo impide la planeación de otras 

actividades para las personas.  

 

La reforma modificó los límites de 

horas extras para perjuicio de la jornada 

laboral ordinaria al extender la 

extraordinaria, ya que al reducir prolongaba, 

permitiendo jornadas de hasta 12 horas 

diarias, claramente demostrado en la 

siguiente tabla:  

 

Antes de la 

reforma 

Después de la 

reforma (2026) 

Jornada 

máxima diaria 

8 h Jornada 

máxima diaria 

8 h 

Horas extras 

legales 

3 h Horas extras 

legales 

4 h 

 11 h  12 h 

Jornada 

semanal 

máxima 

48 h Jornada 

semanal 

máxima 

48 h 

Horas extras 

permitidas 

9 h Horas extras 

permitidas 

12 h 

 57 h  60 h 

  

Por último, la reforma laboral no 

modificó otras normas, como la Ley Federal 

del Trabajo, la Ley del Seguro Social o la Ley 

del Impuesto sobre la Renta, lo que resultó 

en una cuestión de incertidumbre jurídica. 

Por citar alguna, en materia fiscal, para el 

pago de ISR se calcula también integrando 

las remuneraciones por concepto de tiempo 

extraordinario, pudiendo aumentar la base 

gravable, impactando lo que el trabajador 

termina pagando de ISR.     

 

Conclusión 

Los derechos que hoy se consideran 

básicos no surgieron de manera 

espontánea, sino como resultado de luchas 

sociales prolongadas frente a condiciones 

de explotación extrema. La instauración de 

la jornada de ocho horas representó un 

avance histórico en la dignificación del 

trabajo. Se reconoció al trabajador como 

una persona y no mero instrumento de 

producción. Sin embargo, las condiciones 

actuales evidencian que este equilibrio se ha 

desdibujado, pues factores como las horas 

extraordinarias continúan afectando la vida 

de las personas. 

 

La reciente reforma laboral, lejos de 

resolver de fondo esta problemática, 

introduce ambigüedades que pueden 

traducirse en una mayor flexibilidad en 

perjuicio del trabajador, generando incluso 

incertidumbre jurídica en distintos ámbitos.  

Resulta necesario replantear no solo 

la duración formal de la jornada, sino la 

forma en que el trabajo impacta 

integralmente la vida de las personas, 

reconociendo que la productividad no debe 

medirse en función del tiempo invertido, sino 



REVISTA ELECTRÓNICA PERSEO 

 
NÚMERO 149, JULIO-AGOSTO 2026 45 

del bienestar generado. Solo así será 

posible transitar de una lógica de 

explotación normalizada hacia un verdadero 

modelo de trabajo digno y equilibrado. 
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La impugnabilidad de las reformas a la Constitución como mecanismo de 

protección de los derechos humanos 

 

PAUBLETTE RUEDA IVÁN IRVING  

 

 

La frase “power tends to corrupt, and 

absolute power corrupts absolutely” 

acuñada por el historiador británico Lord 

Acton a finales del siglo XIX, sintetiza la 

temática sobre la cual versa el presente 

 
 Licenciado en Derecho con Mención Honorífica por la Facultad de Derecho de la UNAM y maestrante Derecho por la División 
de Estudios de Posgrado de la Facultad de Derecho de la misma casa de estudios. 

ensayo con motivo de la existencia o no de 

los límites al órgano revisor de la 

Constitución (en adelante, Órgano) y sobre 

la posible afectación que implica para la 

defensa de los derechos humanos. 

Diputados del Congreso. Autoría no identificada. AGN, fondo “Congreso Constituyente de Querétaro”. Vista de los diputados 
que asistieron al Congreso Constituyente de 1916-1917 en Querétaro, Querétaro. Obra de dominio público tomada del sitio 
MEMÓRICA. https://memoricamexico.gob.mx/swb/memorica/Cedula?oId=8G7h94oBXUyXCaRfRhBd#  

https://memoricamexico.gob.mx/swb/memorica/Cedula?oId=8G7h94oBXUyXCaRfRhBd
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El debate sobre la existencia o no de 

límites a dicho órgano es una cuestión 

ampliamente discutida tanto en la doctrina 

como en la práctica jurídica. En la 

actualidad, a raíz de la reforma 

constitucional publicada en el Diario Oficial 

de la Federación el 31 de octubre de 2024 

en materia de inimpugnabilidad de las 

adiciones o reformas a la Constitución, en 

virtud de la cual, al reformar el artículo 107 

fracción II, primer párrafo, y adicionar al 

artículo 105 un quinto párrafo, se estableció 

la improcedencia del Amparo, de la Acción 

de Inconstitucionalidad y de la Controversia 

Constitucional en contra de aquellas, 

pareciera que el debate está cerrado, puesto 

que, en México hoy en día no existen 

mecanismos de control de la 

constitucionalidad por vía de acción para 

combatir una reforma constitucional. 

 

Sin embargo, desde la lógica del 

constitucionalismo, entendiendo por éste “el 

conjunto de teorías que sostienen la 

limitación del poder político por la existencia 

de derechos cuyos titulares son los 

individuos y por leyes constitucionales 

 
1 Córdova Vianello, Lorenzo, “La democracia 
constitucional y el control de las reformas 
constitucionales”, en Astudillo, César y Córdova, Lorenzo 
(coords.), Reforma y control de la Constitución. 

garantizadas por la separación de 

poderes”,1 el debate no está terminado, 

puesto que uno de sus presupuestos 

fundamentales es justamente la limitación 

del poder político. 

 

En este orden de ideas, ningún 

órgano creado por la propia Constitución 

debe ejercer sus facultades y atribuciones 

de manera absoluta y sin ningún tipo de 

contrapeso, máxime cuando sus 

determinaciones pueden repercutir en el 

contenido, alcance y tutela de los Derechos 

Humanos. 

 

Al respecto, resulta pertinente 

recordar que la naturaleza jurídica de dicho 

Órgano, de conformidad con Jorge Carpizo, 

es la de Órgano Constituido primario, el 

cual, si bien es cierto está por encima de los 

Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, así 

como de los organismos constitucionales 

autónomos (en tanto Órganos Constituidos 

secundarios), puesto que puede reformar o 

adicionar la Constitución y alterar la 

estructura, integración y funciones de éstos, 

sigue estando por debajo del Poder 

Constituyente, por lo que, como cualquier 

Implicaciones y límites, México, Universidad Nacional 
Autónoma de México, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, 2011, p. 215.  
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Poder Constituido, tiene límites implícitos, 

siendo uno de ellos el no destruir la obra del 

Constituyente, es decir, la propia 

Constitución.2 

 

Ergo, la facultad de adicionar o 

reformar la Constitución, regulada en el 

artículo 135 de ésta, no puede entenderse 

como absoluta, sino jurídicamente limitada 

por un contenido sustancial implícito, 

conformado por el conjunto de decisiones 

político-fundamentales, entendiendo por 

éstas una serie de principios políticos, 

económicos y sociales que determinan la 

sustancia de la Constitución, cuya 

modificación es inherente única y 

exclusivamente al pueblo, el cual puede 

alterarlas o incluso sustituirlas mediante un 

plebiscito, a través de un Congreso 

Constituyente, o de facto, por medios 

violentos como una revolución.3  

 

En el caso de la Constitución 

mexicana, doctrinarios, como Ignacio 

Burgoa o Jorge Carpizo, coinciden en 

señalar que, dentro de estas decisiones 

político-fundamentales se encuentran la 

 
2 Cfr. Carpizo, Jorge, “La reforma constitucional en 
México: procedimiento y realidad”, Boletín Mexicano de 
Derecho Comparado, México, año XLIV, número 131, 
mayo-agosto 2011, p. 557-558.  
3 Cfr. Burgoa Orihuela, Ignacio, Derecho Constitucional 
Mexicano, quinta edición, México, Porrúa, 1984, pp. 377-378. 

declaración de Derechos Humanos, así 

como los mecanismos para su protección 

ante cualquier acto de autoridad (v.gr., el 

Juicio de Amparo).4 Y si ello es así, en 

concordancia con el principio pro persona 

reconocido en el artículo 1° de la 

Constitución, entonces el órgano revisor no 

puede limitarlos, restringirlos y/o 

desconocerlos so pretexto de una reforma 

constitucional, puesto que sostener lo 

contrario implicaría aceptar que, por el sólo 

hecho de que una reforma o adición se 

realice de conformidad con el procedimiento 

previsto en el artículo 135 podrían 

incorporarse a la Constitución medidas que 

sean abiertamente violatorias de los 

Derechos Humanos. 

 

4 González Schmal, Raúl, “¿Una reforma a la Constitución 
puede ser inconstitucional?”, El Significado Actual de la 
Constitución. Memoria del Simposio Internacional, México 
D.F., Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto 
de Investigaciones Jurídicas, 1998, pp. 331. 

“…si se admite que el órgano revisor 
carece de límites materiales… 
entonces una medida de esa 

naturaleza [mutilar la mano a quien 
roba] podría quedar blindada por su 

sola incorporación al texto 
constitucional…” 
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Verbigracia, una hipotética reforma 

constitucional en la cual, siguiendo la 

propuesta del otrora candidato a la 

Presidencia de la República, Jaime 

Rodríguez Calderón, se sancione con 

mutilación de la mano a la persona que 

cometa el delito de robo, resultaría 

claramente contraria a la dignidad humana, 

a la integridad personal y a la prohibición de 

penas inusitadas.  

 

No obstante, si se admite que el órgano 

revisor carece de límites materiales y que, 

además, sus actos no pueden ser 

combatidos por ningún mecanismo de 

control de la constitucionalidad por vía de 

acción, entonces una medida de esa 

naturaleza podría quedar blindada por su 

sola incorporación al texto constitucional. 

 

Lo anterior se vuelve todavía más 

problemático si se considera que tanto la 

propia Constitución en su artículo 1º, como 

la jurisprudencia de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación,5 establecen que, si 

bien los Derechos Humanos reconocidos 

tanto en la Constitución como en los 

Tratados Internacionales son el parámetro 

de regularidad constitucional, también 

 
5 Véase Tesis P./J. 20/2014 (10a.), Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, t. I, abril de 2014, 

señalan que cuando exista en aquella una 

restricción expresa a su ejercicio, se estará 

a lo que disponga el texto constitucional. 

Bajo esta lógica, una reforma como la 

señalada anteriormente no sólo vulneraría 

Derechos Humanos, también encontraría en 

su propia incorporación al texto 

constitucional un elemento de justificación 

jurídica. Es ahí donde radica el mayor 

peligro de la reforma del 31 de octubre de 

2024, pues colocó a los Derechos Humanos 

en una mayor vulnerabilidad frente al órgano 

revisor y al poder político.  

 

De ahí el que sea posible concluir que 

la inimpugnabilidad absoluta de las reformas 

a la Constitución puede convertirse en un 

instrumento de violación a los Derechos 

Humanos, al impedir el control de aquellas 

modificaciones que, bajo apariencia de 

constitucionalidad, lesionen la dignidad y 

libertad de las personas. Por ello la 

necesidad de prever un mecanismo que 

permita impugnar reformas constitucionales 

que, pese a su validez formal, resulten 

materialmente incompatibles con el 

contenido sustancial de la propia 

Constitución y con los derechos humanos 

que reconoce y protege. 

p. 202. 
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